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[La Sala deberá establecer si:] ¿Incurrió el Tribunal Administrativo de Boyacá en 
defecto procedimental al desconocer el principio de congruencia de la sentencia al 
no haber ordenado el reintegro al servicio como consecuencia de la declaratoria 
de nulidad del acto administrativo que lo retiró del servicio activo de la Policía 
Nacional? (…) Encuentra la Sala que el restablecimiento del derecho ordenado en 
el fallo cuestionado quebrantó el principio de congruencia entre lo pedido y lo 
resuelto, pues el actor, en el presente asunto, no cuestionó la legalidad del Acta 
que determinó el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, proferida por el 
Tribunal Médico Tribunal de Revisión Militar y de Policía Nacional; y tampoco 
solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez. Es más, como se expresó en 
la providencia censurada, el Tribunal Administrativo de Boyacá tuvo conocimiento 
[de] que el actor había interpuesto demandas de nulidad y restablecimiento del 
derecho en las que fundó las pretensiones de la demanda precisamente en esos 
temas. En este orden, la Sala encuentra que el Tribunal Administrativo de Boyacá, 
en la sentencia de 14 de marzo de 2019, incurrió en defecto procedimental por 
desconocimiento del principio de congruencia.  
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La Sala decide la impugnación presentada por el señor Edilberto Antonio Pulido 
Tovar contra la sentencia del 29 de agosto de 2019, dictada por la Sección 
Segunda, Subsección A del Consejo de Estado, que negó el amparo. 

 
ANTECEDENTES  

 
1. Pretensiones 

 
El señor Edilberto Antonio Pulido Tovar ejerció acción de tutela contra el Tribunal 
Administrativo de Boyacá, por considerar vulnerados los derechos fundamentales 



al debido proceso, de defensa y contradicción y de acceso a la administración de 
justicia. En consecuencia, formuló las siguientes pretensiones: 
  

“Pretensiones principales  
 
Se deje sin efectos los numerales tercero o séptimo de la parte resolutiva 
del fallo de segunda instancia, igualmente la parte motiva que justifica o 
sustenta dichos numerales, proferido por el Tribunal Administrativo de 
Boyacá, Sala de Decisión No. 6, dentro del expediente de medio de 
control y restablecimiento del derecho radicado bajo el radicado (sic) 
15001 33 33 008 2016 00045 00 (01), y se ordene a la sentencia de 
segunda instancia, por medio del cual se reemplace los numerales en 
cuestión de la siguiente manera:  
 
Se corrijan las órdenes dadas para el restablecimiento de mis derechos, 
entre ellos se le ordene al demandado:  
 
i) Mi reintegro a la Policía Nacional en una actividad o cargo que pueda 
desempeñar.  
ii) El pago debidamente indexado de los salarios, prestaciones sociales, 
primas, subsidios y demás emolumentos dejados de percibir por el 
suscrito desde la fecha de mi desvinculación de la Policía Nacional hasta 
cuando sea reintegrado al servicio activo de la misma, igualmente que se 
declare que no ha habido solución de continuidad. 
iii) Se condene a la Policía Nacional al pago de los intereses moratorios 
sobre las sumas que deberá cancelarme por concepto de pago de 
salarios, prestaciones sociales, primas, subsidios y demás emolumentos 
dejados de percibir por parte del suscrito desde la fecha de mi 
desvinculación de la Policía Nacional hasta cuando sea reintegrado al 
servicio activo de la misma. 
 
Pretensiones subsidiarias:  
 
(…)  
 
Se ratifique: i) la revocatoria de la sentencia de primera instancia, y 
también; ii) la declaratoria de nulidad del acto administrativo demandado.  
 
Pero igualmente se corrijan las órdenes dadas para el restablecimiento de 
mis derechos (…)”1 

 
2. Hechos:  

 
De la demanda de tutela se indican como hechos relevantes, los siguientes: 
 
El señor Edilberto Antonio Pulido Tovar ingresó al servicio de la Policía Nacional el 
14 de enero de 2010, en el grado de patrullero, en la subestación de Policía del 
corregimiento de El Mango, municipio de Argelia, departamento del Cauca.  
 
El 20 de septiembre de 2011, dicha estación de policía fue objeto de un ataque 
terrorista en el que el señor Pulido Tovar quedó herido con traumatismo facial, 
ocular y ruptura de la membrana timpánica.  
 

                                                           
1 Folio 19 del expediente de tutela.  



En consecuencia, el Área de Medicina Legal de la Policía Nacional profirió el Acta 
de Junta Médica Laboral No. 2027 de 1 de octubre de 2014, en la que determinó 
una disminución de la capacidad laboral del 28.733 %, decisión confirmada por el 
Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y Policía mediante Acta No. TML 15-1-
331 MDNSG-TML-41.1, declarándolo no apto y no recomendó la reubicación 
laboral.  
 
Así mismo, el Área de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa – Policía 
Nacional expidió “Liquidación de indemnización por incapacidad relativa y 
permanente” a nombre del señor Pulido Tovar, por un valor de $ 38.176.652.   
 
El 5 de octubre de 2015, mediante Resolución No. 04507, fue retirado del servicio 
por la disminución de la capacidad psicofísica que le fue determinada. Su último 
cargo fue el de radioperador del despacho de la Policía de Boyacá. Esa decisión le 
fue notificada por aviso el 30 de octubre de 2015.   
 
El señor Pulido Tovar interpuso demanda de nulidad y restablecimiento del derecho 
contra el Ministerio de Defensa – Policía Nacional, en el que solicitó que se 
declarara la nulidad de la Resolución No. 04507 de 2017. A título de 
restablecimiento del derecho, solicitó que se ordenara el reintegro en una actividad 
o cargo que pueda desempeñar, teniendo en cuenta su grado de escolaridad, y sus 
habilidades físicas y académicas. Además, que se ordenara: i) el pago de los 
emolumentos dejados de  percibir y; ii) el reconocimiento de perjuicios morales.  
 
El fundamento de la demanda consistió en que la entidad demandada no tuvo en 
cuenta la estabilidad laboral reforzada de la que era beneficiario por su condición y 
tampoco aplicó la constitucionalidad condicionada del numeral 3 del artículo 55 del 
Decreto 1791 de 2000, esto es, la posibilidad de reubicación en la institución.  
 
El 26 de mayo de 2017, el Juzgado Octavo Administrativo de Tunja negó las 
pretensiones de la demanda porque: i) el Tribunal Médico Laboral no recomendó la 
reubicación del señor Pulido Tovar, pues sufría de una patología mental que podía 
ser reactivada debido a los estresores del cargo y poner en riesgo al paciente, sus 
compañeros y la comunidad y que no contaba con otras habilidades aprovechables 
para la Policía Nacional; ii) que consultó el Sistema de Información Siglo XXI y 
advirtió la existencia de dos procesos de nulidad y restablecimiento del derecho,  
interpuesto por el actor contra la Policía Nacional, en los que el demandante solicitó 
el reconocimiento de la pensión de invalidez y el aumento del porcentaje de la 
pérdida de capacidad laboral, pretensiones que se contradicen con las planteadas 
en el asunto sub examine.  
 
El actor apeló dicha decisión con fundamento en los mismos supuestos expuestos 
en la demanda. Además, anotó que: i) en el procedimiento de retiro del servicio no 
existió autorización del inspector del trabajo o de la autoridad competente; ii) debía 
condenarse a la entidad demandada al pago de la indemnización prevista en el 
inciso 2 del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, máxime si se tenía en cuenta que la 
indemnización reconocida fue destinada para mejorar la salud del señor Pulido 
Tovar; iii) el juzgador de primera instancia no estaba facultado para decretar 
pruebas de oficio de forma posterior a la presentación de los alegatos de 
conclusión. Al respecto, aclaró que el a quo requirió al Juzgado 13 Administrativo 
de Tunja y al Tribunal Administrativo de Boyacá para que allegaran los documentos 
de las otras demandas instauradas por el actor. No obstante, no contó con la 
posibilidad de controvertir esos medios probatorios y que, en caso de discusión, no 
afectan la discusión del presente asunto porque no habían sido resueltas.  
 



El 14 de marzo de 2019, el Tribunal Administrativo de Boyacá revocó la sentencia 
de primera instancia, con sustento en los siguientes argumentos:  
 
Adujo que el precedente proferido por la Corte Constitucional en este tipo de 
eventos establece que el Tribunal Médico Laboral debe motivar de manera clara y 
congruente porqué el padecimiento es incompatible con cualquier otro cargo dentro 
de la institución y por ello la imposibilidad de reubicación.  
 
Resaltó que en los casos en los que la pérdida de la capacidad laboral es menor al 
50 %, la posibilidad de reubicación debía ser especialmente estudiada, pues esa 
determinación debe ser coherente con el porcentaje de pérdida de la capacidad 
laboral.  
 
Señaló que en el presente caso existen incongruencias entre los conceptos 
emitidos por la Junta Médica Laboral y el Tribunal Médico de Revisión Militar, 
porque, a pesar de que en el dictamen emitido por psiquiatría el 29 de septiembre 
de 2014 se expresó que el actor podía cumplir actividades administrativas, se 
recomendó la no reubicación del mismo. Por ello, afirmó que la resolución 
demandada se encuentra viciada por falsa motivación, pues se sustentó en el acta 
emitida por el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar, que no realizó un 
análisis subjetivo de la condición del actor, en el que se valoraran las habilidades y 
destrezas que podían ser aprovechadas en otro cargo y, así, proceder a la 
reubicación del señor Pulido Tovar. 
 
En consecuencia: i) declaró la nulidad de la resolución demandada; ii) ordenó al 
Ministerio de Defensa – Policía Nacional que dispusiera lo necesario para que el 
Tribunal Laboral de Revisión Militar analizara nuevamente la situación del actor  y, 
en el evento de considerarlo no apto para la prestación del servicio, determiné si 
está capacitado para realizar labores administrativas, docentes o de instrucción. 
Además, previó que esas conclusiones debían estar debidamente soportadas en 
las condiciones físicas y mentales evaluadas; iii) advirtió que la determinación del 
porcentaje de pérdida de la capacidad laboral debía ser congruente con la 
recomendación de reubicación y, en caso de concluir que no tiene capacidad 
psicofísica para desempeñar ninguna actividad, debía proceder a recalificar el 
porcentaje de pérdida con el fin de determinar si era posible acceder o no a la 
pensión de invalidez.  
 
El 19 y el 21 de marzo de 2019, el apoderado del actor solicitó la adición y 
aclaración de la sentencia, de la siguiente forma: i) pidió que se aclare o adicione el 
numeral 6 de la parte resolutiva de la sentencia, en lo atinente al reconocimiento de 
la pensión de invalidez, en el sentido de establecer que esta prestación, de ser 
reconocida, debía cancelarse a partir de la fecha en la que el actor fue retirado de 
la Policía Nacional; ii) solicitó que se adicionara el literal 5, en el entendido que se 
indicara que de haber lugar al reintegro, se declarara que no hubo solución de 
continuidad.  
 
El 11 de abril de 2019, el Tribunal Administrativo de Boyacá no accedió a la 
solicitud de adición del numeral sexto, porque consideró que, si hubiera lugar a la 
pensión de invalidez, la fecha de reconocimiento debía ser determinada por la 
Junta Médico Laboral.  
 
De otro lado, accedió a la adición del numeral 5, en el entendido de establecer que 
no existía solución de continuidad, en el caso de ser procedente el reintegro.  
 



El 24 de abril de 2019, el actor radicó un nuevo memorial ante el Tribunal 
demandado, en el que advirtió que la entidad demandada incumplió con lo 
ordenado en la sentencia, porque, si bien el Tribunal Médico Laboral de Revisión 
Militar y de Policía profirió una nueva acta en la que se declaró al demandado no 
apto para la actividad policial y que no se recomendaba la reubicación laboral, se 
decretó una pérdida de la capacidad laboral del 27.58 %, esto es, inferior a la 
inicialmente determinada. Así mismo, advirtió que esa acta estaba fundamentada 
en el concepto por la especialidad de psiquiatría inicialmente realizada, es decir,  
no se realizó una nueva valoración por esa especialidad.   
  
El 12 de julio de 2019, el Tribunal Administrativo de Boyacá no accedió a la 
solicitud de adición de sentencia.  
 

3. Argumentos de la tutela 
 
A juicio del actor, la autoridad judicial demandada vulneró el derecho fundamental 
al debido proceso porque en la sentencia trasgredió el principio de congruencia, 
pues no tenía facultad para proferir los numerales tercero al sexto2, de la forma en 
que lo hizo y,  por el contrario, debió apegarse a lo solicitado por la parte actora en 
la demanda, esto es, la declaratoria de nulidad del acto administrativo,  el reintegro 
a la Policía Nacional y el pago de los emolumentos dejados de percibir.  
 

                                                           
2 Los referidos numerales señalan lo siguiente:  
 
“Tercero: Ordenar al Ministerio de Defensa – Policía Nacional que disponga lo necesario para que 
dentro del término de treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia (…) el Tribunal 
Laboral de Revisión Militar y de Policía analice nuevamente la situación del señor Edilberto Antonio 
Pulido Tovar (…) y, en el evento de considerarlo no apto para la prestación del servicio como 
patrullero, determine si medicamente está o no capacitado para desarrollar labores administrativas, 
docentes o de instrucción en la Policía Nacional y si, en consecuencia, es o no aconsejable su 
reubicación, con la advertencia de que esta conclusión debe estar soportada exclusivamente en 
sus condiciones de salud físicas y mentales.  
 
Se ha de advertir, que la determinación del porcentaje de pérdida de capacidad realizada por el 
Tribunal Médico Laboral debe ser congruente con su recomendación de reubicación; por lo tanto, si 
se concluye que el señor Edilberto Antonio Pulido Tovar no tiene capacidad psicofísica suficiente 
para desempeñar ninguna actividad, se deberá recalificar su pérdida de capacidad, con el fin de 
determinar si puede acceder a la pensión de invalidez.  
 
Cuarto: En caso del análisis subjetivo realizado por el Tribunal Laboral de Revisión Militar y de 
Policía, se determine la posibilidad de reubicación del señor Edilberto Antonio Pulido Tova, en 
atención a sus condiciones de salud físicas y mentales, el Ministerio de Defensa – Policía Nacional, 
a través de las jefaturas o direcciones de personal de la institución policial, dentro de los treinta 
(30) días siguientes a la fecha en que es emitido el referido concepto (…) deberá realizar 
evaluación objetiva con el fin de determinar la labora que efectivamente puede ser asignada, 
teniendo en cuenta las habilidades del actor, y la existencia y disponibilidad de un cargo que 
corresponda a los estudios, preparación y capacitación del sujeto.    
 
Quinto: Efectuada tal evaluación, y de ser viable la reubicación del señor Edilberto Antonio Pulido 
Tovar, a título de restablecimiento del derecho, ordenar al Ministerio de Defensa – Policía Nacional 
que proceda a: 
a) Reintegrarlo y reubicarlo de manera inmediata, y  
b) A cancelarle (…) los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir, correspondientes al 
cargo que venía desempeñando, desde la fecha en que fue retirado del servicio y hasta la calenda 
en que se produzca su reintegro.  
 
Sexto: Si de los estudios subjetivo y objetivo se concluye que no es viable la reubicación por 
pérdida  de la capacidad laboral superior al 50 %, ordenar al Ministerio de Defensa – Policía 
Nacional que dé trámite el reconocimiento de la pensión de la pensión de invalidez (…)”   



Al respecto, explicó que al juez de la causa solo le es permitido pronunciarse 
respecto a lo pretendido, lo probado y lo excepcionado dentro del mismo y no 
efectuar un análisis sobre temas que no hacen parte de la litis, pues esto conlleva 
a que a que el fallo sea extra o ultra petita. 
  

4. Oposiciones 
 

El Tribunal Administrativo de Boyacá contestó la acción de tutela y solicitó que 
se negaran las pretensiones de la acción de tutela. Para tal efecto, se remitió a los 
argumentos expuestos en la providencia controvertida.  
 

5. Intervenciones 
 
El Ministerio de Defensa – Policía Nacional consideró que el accionante no 
cumplió con la carga argumentativa que le corresponde, porque no expresó el 
defecto específico de procedibilidad de tutela contra providencia judicial. De modo 
que debía negarse el amparo solicitado. 
 
Manifestó que la autoridad judicial demandada, al emitir la decisión judicial, falló 
conforme a derecho, porque estuvo basada en los hechos probados de la 
demanda. Así mismo, expresó que si bien es cierto el actor allegó solicitudes de 
adición y aclaración de la providencia cuestionada, estas no estuvieron 
encaminadas a controvertir la decisión que ordenó una nueva valoración por parte 
del Tribunal Médico de Revisión Militar y de Policía.  
 
Resaltó que acató lo ordenado en la sentencia y, en acta TML-19-0-222 de 17 de 
abril de 2019, el Tribunal Médico de Revisión Militar y de Policía efectuó una 
nueva valoración de la situación del actor, en la que se consignó que no era 
recomendable la reubicación y que con la pérdida de capacidad laboral 
determinada, no era posible conceder una pensión de invalidez.  
 

6. Sentencia impugnada  
 
La Sección Segunda, Subsección A del Consejo de Estado, en sentencia del 29 
de agosto de 2019, negó el amparo solicitado con fundamento en las siguientes 
consideraciones:  
 
Aclaró que si bien esta Corporación ha establecido el recurso extraordinario de 
revisión, específicamente, en la causal de nulidad originada en la sentencia, como 
la herramienta judicial para controvertir decisiones judiciales por violación del 
principio de congruencia, en el presente asunto ese medio de defensa no resulta 
eficaz e idóneo para resolver de manera pronta la situación del actor, máxime si se 
tiene en cuenta que es un ex miembro de la Policía Nacional, que se encuentra en 
un estado de debilidad manifiesta al estar desempleado y con varias dificultades 
médicas. De modo que, al estar acreditada una condición especial, es procedente 
realizar un análisis sobre el yerro judicial alegado.  
 
Analizó la sentencia controvertida y concluyó que la autoridad judicial demandada 
declaró la nulidad del acto demandado y ordenó una nueva evaluación de la junta 
médica. Además que, sujeto la decisión de reintegro a los resultados obtenidos en 
esa evaluación. De modo que si el actor presentaba una pérdida de la capacidad 
laboral superior al 50 %, la entidad debía adelantar los trámites respectivos para el 
reconocimiento de la pensión de invalidez. 
 



Afirmó que, por si sola, esa situación no podía ser considerada extra o ultra petita, 
ya que solamente se pretendió garantizar la estabilidad económica del ex 
patrullero y adoptar dos presuntas soluciones, teniendo en cuenta la situación 
médica del mismo, bien sea mediante su reintegro o mediante la pensión, dada su 
condición de vulnerabilidad. 
 
Por lo anterior, concluyó que existe relación entre lo pretendido y lo concedido, 
pues no son situaciones ajenas a lo solicitado en el escrito de demanda.  
 
De otro lado, adujo que si el actor controvierte el cumplimiento del fallo por parte 
de la Policía Nacional, la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para 
cuestionar ese punto, porque el actor cuenta con otro medio de defensa judicial 
para lograr la materialización de la sentencia. Frente a este punto, precisó que los 
artículos 305 y 306 del Código General del proceso establecen el procedimiento 
para adelantar el cumplimiento de una sentencia proferida por cualquier autoridad 
judicial.  
 

7. Impugnación  
 

El actor impugnó la anterior decisión y reiteró lo expuesto en el escrito inicial, 
atinente a que la autoridad judicial demandada incurrió en desconocimiento del 
principio de congruencia, porque no solicitó una nueva valoración por parte del 
Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, sino el reintegró a la 
Policía Nacional y el consecuente pago de salarios.  
 
Manifestó que la Policía Nacional, mediante el Tribunal Médico Laboral, realizó 
una nueva valoración, a pesar de que “no hace parte de la organización de la 
Policía, y por ende no fue demandado, ni mucho menos condenando en el 
proceso ordinario, razón por la que no está ni estará obligado a cumplir el fallo que 
emitió el Tribunal Administrativo de Boyacá.”  
 
Así mismo, cuestionó que en el acta proferida por ese tribunal se hubiera 
determinado una pérdida de la capacidad laboral inferior a la inicialmente 
señalada, que, conforme a la normatividad que regula la materia, no conlleva al 
reconocimiento de la pensión de invalidez, y, además, que se determinó que no es 
apto para el servicio, sin derecho a la reubicación laboral.  
 
Expresó que no cuenta con otro medio de defensa judicial, porque “con demanda 
ejecutiva, la Policía Nacional va a argumentar que la sentencia ya la cumplió al 
realizarme una nueva valoración, pero que como el Tribunal Médico Laboral es un 
ente aparte de la Policía Nacional (con autonomía en sus decisiones), esto ya se 
le escapa de las manos al demandado en el sentido de ordenarle el cumplimiento 
de una sentencia judicial proferido en un proceso que nunca fue parte.”    
 

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA 
 
La acción de tutela está consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, 
reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, que en el artículo 1 establece: «Toda 
persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien 
actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la 
acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los 
casos que señala este decreto». 
 



Esta acción procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. 
 
Acción de tutela contra providencias judiciales 
 
En cuanto a la acción de tutela como mecanismo para controvertir providencias 
judiciales, se precisa que, de manera excepcional, se reconoce la procedencia 
cuando se advierte la afectación manifiesta de los derechos constitucionales 
fundamentales. 
 
La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en 
sentencia de 31 de julio de 2012, Exp. 2009-01328-01, aceptó la acción la tutela 

contra providencia judicial y acogió el criterio de la procedencia excepcional
3
, para 

lo cual aplicó la metodología desarrollada por la Corte Constitucional en la 
sentencia C-590 de 2005 para estudiar si, en un caso concreto, procede o no el 

amparo solicitado, mediante el empleo de las causales generales
4
 y específicas

5
 

de procedencia de la acción de tutela. 
 
Siendo así, a la Sala le corresponde establecer si en el presente caso se cumplen 
los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela contra providencia judicial 
descritos. 
 
Cuestión previa 
 
Como lo expresó el juez de primera instancia, esta Corporación ha establecido 
que las partes de un asunto pueden interponer recurso extraordinario de revisión y 
alegar la causal de nulidad originada en la sentencia prevista en el numeral 5 del 
artículo 250 del CPACA, para controvertir las sentencias en las que se incurrió en 
violación del principio de congruencia6.  
 
No obstante, en el presente asunto, es necesario tener en cuenta la especial 
condición del actor, que fue retirado del servicio activo de la Policía Nacional por 

                                                           
3 La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo y las distintas Secciones que la componen, antes 
y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso 
la acción de tutela, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos 
constitucionales fundamentales. De ahí que en esa oportunidad - sentencia de 31 de julio de 2012 - 
se admita, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias 
judiciales que resulten violatorias de derechos fundamentales, observando al efecto los parámetros 
fijados hasta el momento jurisprudencialmente. (Se destaca) 
4 Causales genéricas de procedibilidad o requisitos generales de procedencia de la tutela contra 
providencia judicial son: (i) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia 
constitucional; (ii) Que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa 
judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un 
perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez; (iv) 
Cuando se trate de una irregularidad procesal ésta debe tener un efecto determinante en la 
sentencia que se impugna y afectar los derechos fundamentales de la parte actora; (v) Que la parte 
actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los 
derechos que se transgredieron y que tal vulneración hubiere sido alegada en el proceso judicial 
siempre que esto hubiere sido posible y, (vi) Que no se trate de sentencias de tutela. 
5 La configuración de una causal especial de procedibilidad, supone que la providencia 
controvertida haya incurrido en alguno de los siguientes defectos: (i) orgánico; (ii) procedimental 
absoluto; (iii) fáctico, (iv) material o sustantivo; (v) error inducido; (vi) decisión sin motivación; (vii) 
desconocimiento del precedente constitucional que establece el alcance de un derecho 
fundamental y, (viii) violación directa de la Constitución. 
6 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 7 de septiembre de 2018, 
Rad. REV 2014-00440-00.  



pérdida de la capacidad laboral y que no fue recomendada la reubicación su 
reubicación en esa institución.   
 
Por ello, la Sala considera procedente flexibilizar el requisito de subsidiariedad y 
proceder al estudio del caso concreto.   
 
Problema jurídico 
 
¿Incurrió el Tribunal Administrativo de Boyacá en defecto procedimental al 
desconocer el principio de congruencia de la sentencia al no haber ordenado el 
reintegro al servicio como consecuencia de la declaratoria de nulidad del acto 
administrativo que lo retiró del servicio activo de la Policía Nacional? 
 
 
Del restablecimiento del derecho en los casos que se declara la nulidad del 
acto de retiro 
 
Como se sabe, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho tiene por 
objeto que el juez declare la nulidad o invalide el acto administrativo que infringe 
normas de carácter superior y ordene a la administración el restablecimiento del 
perjuicio que se hubiera causado.  
 
La Sección Segunda de esta Corporación en sus pronunciamientos ha sostenido 
que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho se dirige no sólo a obtener 
la nulidad del acto administrativo que quebranta el ordenamiento jurídico, sino que, 
como consecuencia de ello, surgen tres posibilidades para aquel a quien le han 
sido conculcados sus derechos con la ilicitud del acto: la nulidad del acto, el 
restablecimiento del derecho y la reparación del daño, para atender al postulado 
de retrotraer las cosas al estado en que se encontraban antes de la expedición del 
acto de retiro del servidor. 
 
Puntualmente ha señalado que: 
 

“Ha de entenderse que la esencia de la figura jurídica del 
restablecimiento del derecho está dada por la finalidad que persigue la 
acción, en este caso, retrotraer las cosas a su estado anterior al 
hacer cesar los efectos del acto nocivo; de manera que cuando un 
fallo judicial ordena a título de restablecimiento del derecho el 
reintegro al cargo de quien fuera retirado del servicio en forma 
ilegal, el pago de salarios y prestaciones dejados de percibir 
durante el tiempo transcurrido entre el retiro del servicio y el 
reintegro, está devolviendo en el tiempo los efectos del acto que 
anuló y en esa medida crea la ficción jurídica de que el servidor 
nunca fue retirado del servicio, con todo lo que ello implica; ese es 
el motivo por el cual se declara que no ha existido solución de 
continuidad en la prestación del servicio. Sin embargo, el pago 
ordenado como consecuencia de la declaratoria de nulidad del acto de 
retiro ostenta un carácter indemnizatorio, vale decir, en estos casos el 
restablecimiento del derecho se traduce en la indemnización de los 

perjuicios irrogados por el acto ilegal.”
 7

 
 

                                                           
7 Consejo de Estado, Sección Segunda  M.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren sentencia de 27 
de marzo de 2008, con radicado No. 2003 08975 01 (8239-05). 



Por regla general, la consecuencia de la nulidad del acto de retiro es el reintegro 
del servidor, y el pago de los emolumentos que dejó de percibir como reparación 
del daño ocasionado. De manera excepcional, en aquellos eventos que se 
demuestre la imposibilidad de cumplir con la orden de reintegro se podrá ordenar 
medidas resarcitorias de carácter secundario, dentro de las que se ha previsto la 
indemnización equivalente. 
 

De conformidad a criterios discutidos con anterioridad por esta Sección
8
 se tiene 

que existen dos formas de  restablecimiento del derecho: 
 

“Son dos las formas tradicionales para restablecer el derecho vulnerado 
por el acto administrativo ilegal: la reparación in natura y el 
restablecimiento por equivalente9. 
 
La reparación in natura10 tiene por objeto ubicar al sujeto en la situación 
en la que se encontraría si el acto administrativo no se hubiera expedido 
o por lo menos ubicarlo en una situación similar a la que se 
encontraba11, esto es, como si el acto nunca se hubiere expedido. En 
cambio, el restablecimiento del derecho por equivalente consiste en 
ordenar el pago de una indemnización para justamente resarcir el daño 
causado por el acto administrativo. Es decir, consiste en la entrega de un 
equivalente pecuniario12, que compense el daño causado. 
 
En todo caso, surgen dificultades al momento de disponer el 
restablecimiento del derecho. El juez administrativo suele preferir el 

                                                           
8 Consejo de Estado, Sección Cuarta  M.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas sentencia de 25 de 
febrero de 2016, acción de tutela con radicado No. 2015-01980-01, actor: Ronald Yessith Valencia 
Barco. 
9 El derecho de daños tiene importantes herramientas para entender las dos formas que existen 
para restablecer el derecho conculcado por el acto administrativo y permiten entender las 
diferencias que existen entre una y otra figura. En efecto, en ese derecho los conceptos se 
diferencian así: “el concepto de reintegración en forma específica es susceptible de adaptarse a 
distintas formas de reparación in natura, como a la restitución de la cosa ilícitamente sustraída, a la 
sustitución de una cosa destruida ilícitamente con otra perteneciente al mismo género, a la 
recomposición de lo ilícitamente destruido, a la eliminación cuanto se ha hecho por un 
procedimiento ilícito. // Mientras que el resarcimiento no puede consistir más que en la entrega de 
un equivalente pecuniario, la reintegración en forma específica puede manifestarse en las más 
diversas formas” (De Cupis A. El Daño, pág. 825). 
10 La reparación in natura es la forma más auténtica de reparar el daño. También es conocida 
como “resarcimiento en forma específica” o “reparación en especie”. 
11 Según la doctrina, es la forma genuina de reparar el daño patrimonial, dado que busca 
restablecer el equilibrio del patrimonio del afectado. Por ejemplo, Arturo Solarte Rodriguez explica 
que: “la reparación in natura consiste en acercar al damnificado a la situación en la que se 
encontraría si no hubiera existido el evento dañoso. Hemos dicho también que esta forma de 
reparación tiene su campo de aplicación más frecuente en los daños patrimoniales, aunque no se 
excluye por completo de los extrapatrimoniales. Se indica que la reparación in natura o en especie 
es la forma primaria de reparar el daño causado, la forma más perfecta”. Que para “lograr la 
reparación del daño se debe remover la causa que lo ha generado y, luego de que ello ocurra, se 
procurará realizar las actividades necesarias para que el sujeto afectado con el hecho dañoso 
quede en una situación similar a la que tendría si el hecho no se hubiere realizado” (Solarte 
Rodriguez, Arturo. La reparación in natura del daño. VNIVERSITAS, número 109. Pontificia 
Universidad Javeriana. Bogotá). 
12 La reparación por equivalente “no tiene como propósito primario el que la situación del 
damnificado, desde el punto de vista material, sea similar a la que tendría si el hecho dañoso no se 
hubiera presentado, sino que tiende a que se compense o resarza el menoscabo patrimonial 
sufrido por el damnificado, a través de la entrega de una suma de dinero que se considera 
equivalente al detrimento que éste ha sufrido, con lo cual, desde el punto de vista del valor del 
interés que el sujeto tenía en ese activo patrimonial, estará en una situación económica igual a la 
que tendría si el daño no hubiera acaecido”. Ibídem. 



restablecimiento in natura para lograr ubicar al afectado en una situación 
similar a la que se encontraría si el acto no lo hubiera proferido la 
administración. Pero eso no siempre es posible y no siempre es la 
opción más recomendable, pues el perjuicio sufrido en el pasado no 
puede repararse más que con el restablecimiento por equivalente. 
 
El restablecimiento in natura se ha convertido en una práctica usual en 
materia de derecho administrativo laboral. Por ejemplo, el juez después 
de declarar la nulidad del acto que declara insubsistente un 
nombramiento ordena el reintegro, a título de restablecimiento del 
derecho. Pero ocurre que esa práctica está generando algunas 
dificultades de tipo práctico para la administración, pues las cosas ya no 
se pueden restablecer al momento en que se dictó el acto que ordena el 
retiro del servicio, bien sea porque el cargo ya no existe o porque fue 
cubierto mediante concurso de méritos, en los casos de nombramientos 
provisionales, incluso porque desapareció la entidad. En esos casos, el 
restablecimiento puede resultar demasiado oneroso, al punto que se ve 
notoriamente desproporcionado el reintegro como forma de reparar el 
perjuicio causado por el acto de retiro ilegal13. 
 
A raíz de esas dificultades, la indemnización por equivalente viene a 
convertirse en una forma adecuada y más práctica para restablecer el 
derecho en materia laboral, pues no siempre lo más aconsejable es el 
reintegro, sino el pago de una justa indemnización, que compense el 
perjuicio causado por el acto ilegal que desvincula al funcionario. Esto 
es, la indemnización por equivalente se ve más apropiada para reparar 
de manera eficiente y eficaz el daño causado por el acto ilegal de retiro 
del servicio.” 

 
Ahora bien, pese a que se tienen dos opciones de restablecimiento del derecho 
como consecuencia de la nulidad del acto de retiro, (in natura y restablecimiento 
equivalente)  es necesario indicar que el demandante en el proceso de 
nulidad y restablecimiento del derecho es el primero en tener la potestad de 
identificar en la demanda, la forma cómo espera que se restablezca el 
derecho que estima vulnerado por la expedición del acto de ilegal y el juez al 
optar por un restablecimiento de carácter excepcional como es la indemnización 
equivalente deberá sustentar la imposibilidad de cumplir la orden de reintegro. 
 
El principio de congruencia 
 
Para resolver este problema jurídico es necesario tener en cuenta que el principio 
de congruencia se encuentra previsto en el artículo 187 de la Ley 1437 de 2011,  
que establece:  
 

““ARTÍCULO 187. CONTENIDO DE LA SENTENCIA. La sentencia 
tiene que ser motivada. En ella se hará un breve resumen de la 
demanda y de su contestación y un análisis crítico de las pruebas y de 
los razonamientos legales, de equidad y doctrinarios estrictamente 
necesarios para fundamentar las conclusiones, exponiéndolos con 
brevedad y precisión y citando los textos legales que se apliquen. 

                                                           
13 De Cupis enseña que el restablecimiento in natura no solo puede verse truncado por lo que 
llama “razones de no conveniencia práctica”, sino que incluso ese restablecimiento puede resultar 
excesivamente oneroso, al punto que no se rompe la proporción que debe existir entre el daño 
causado y el restablecimiento ordenado. En esos casos, el resarcimiento por equivalente surge 
como una buena y efectiva opción para indemnizar el daño. Págs. 832-833. 



 
En la sentencia se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre 
cualquiera otra que el fallador encuentre probada. El silencio del inferior 
no impedirá que el superior estudie y decida todas la excepciones de 
fondo, propuestas o no, sin perjuicio de la no reformatio in pejus. 
 
Para restablecer el derecho particular, la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo podrá estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las 
acusadas y modificar o reformar estas. 
 
Las condenas al pago o devolución de una cantidad líquida de dinero 
se ajustarán tomando como base el Índice de Precios al Consumidor.” 

 
En igual sentido, los artículos 208 y 281 del Código General del Proceso señalan 
al respecto:  
 

“ARTÍCULO 280. CONTENIDO DE LA SENTENCIA. La motivación de 
la sentencia deberá limitarse al examen crítico de las pruebas con 
explicación razonada de las conclusiones sobre ellas, y a los 
razonamientos constitucionales, legales, de equidad y doctrinarios 
estrictamente necesarios para fundamentar las conclusiones, 
exponiéndolos con brevedad y precisión, con indicación de las 
disposiciones aplicadas. El juez siempre deberá calificar la conducta 
procesal de las partes y, de ser el caso, deducir indicios de ella. 
 
La parte resolutiva se proferirá bajo la fórmula “administrando justicia 
en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley”; 
deberá contener decisión expresa y clara sobre cada una de las 
pretensiones de la demanda, las excepciones, cuando proceda resolver 
sobre ellas, las costas y perjuicios a cargo de las partes y sus 
apoderados, y demás asuntos que corresponda decidir con arreglo a lo 
dispuesto en este código. 
 
Cuando la sentencia sea escrita, deberá hacerse una síntesis de la 
demanda y su contestación. 
 
ARTÍCULO 281. CONGRUENCIAS. La sentencia deberá estar en 
consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la 
demanda y en las demás oportunidades que este código contempla y 
con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas 
si así lo exige la ley. 
 
No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto 
distinto del pretendido en la demanda ni por causa diferente a la 
invocada en esta. 
 
Si lo pedido por el demandante excede de lo probado se le reconocerá 
solamente lo último. 
 
En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o 
extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido 
después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca 
probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar 
en su alegato de conclusión o que la ley permita considerarlo de oficio.” 
 



Conforme a lo expuesto, el principio de congruencia constituye una garantía al 
debido proceso de las partes del proceso, porque en la sentencia deben 
exponerse de forma clara las razones (constitucionales, legales y doctrinales) 
aplicadas al caso concreto y, así mismo, el fallo debe estar soportado en un 
análisis de los medios probatorios aportados por las partes.  
 
Aunado a lo anterior, el referido principio garantiza que el juez de la causa solo 
limite  su análisis a lo discutido por las partes, sin que pueda proferir fallos extra o 
ultra petita, pues la decisión debe estar sustentada en los hechos y 
pretensiones alegados en la demanda, así como en los medios exceptivos 
propuestos por la parte demandada o aquellos asuntos que se acrediten en el 
transcurso del trámite judicial. De esa forma, se garantiza el derecho de defensa y 
contradicción de los extremos de la litis, que tienen conocimiento claro y preciso 
de la controversia jurídica. 
 
Caso concreto 
 
El actor consideró que el tribunal demandado desconoció el principio de 
congruencia y, por ende, el derecho al debido proceso, porque debió limitar el 
análisis de asunto a las pretensiones de la demanda, esto es, la declaratoria de 
nulidad del acto que lo retiró del servicio activo y, en consecuencia, proferir las 
órdenes de reintegro y pago de los emolumentos dejados de percibir. Dicho de 
otro modo, la inconformidad del señor Pulido Tovar se centra en la forma en que 
se restableció el derecho en la sentencia cuestionada.     
 
Para empezar, resulta necesario resaltar que el actor, como pretensiones de la 
demanda de nulidad y restablecimiento del derecho que interpuso contra la Policía 
Nacional, solicitó la nulidad de la Resolución No. 04507 de 2015, por medio de la 
que fue retirado del servicio. Y, a título del restablecimiento del derecho, pidió que 
se ordenara el reintegro a un cargo que pueda desempeñar y el pago de los 
emolumentos dejados de percibir desde la fecha de desvinculación hasta el 
momento del reintegro. Así mismo, solicitó el reconocimiento de perjuicios 
morales. 
 
Como quedó establecido en el acápite de antecedentes, el Tribunal Administrativo 
de Boyacá, en sentencia de 14 de marzo de 2019, encontró que la Junta Médico 
Laboral y el Tribunal de Revisión Militar y de Policía Nacional, fueron 
incongruentes al afirmar que el actor se encontraba en condiciones para proseguir 
en el servicio pero no recomendar la reubicación. Además, que no realizaron una 
valoración subjetiva de la situación del señor Pulido Tovar. Por lo anterior, 
consideró que el acto administrativo demandado, que se fundamentó en el análisis 
de la Junta Médico Laboral y el Tribunal de Revisión Militar y de la Policía 
Nacional, estaba viciado de falsa motivación. Se transcribe los apartes pertinentes: 
 

“(…) encuentra la Sala que en los conceptos médicos emitidos por la 
Junta Médico Laboral 1 de la Policía Nacional y por el Tribunal Médico de 
Revisión Militar se evidencian incongruencias del “análisis de la situación 
del expatrullero Edilberto Antonio Pulido Tovar con el “porcentaje de 
disminución de la capacidad laboral”, y con la “Calificación de las lesiones 
y afecciones y calificación de capacidad de servicio”, pues, a pesar que el 
dictamen emitido por Psiquiatría el 29/09/2014, se dejó establecido que: 
“(…) hace un mes se encuentra que presenta habilidades y destrezas 
para realizar actividades administrativas cumplimiento recomendaciones 
médicas, no porte de armamento, no turno nocturno, no utilizar uniformes” 
y que el análisis de la situación, de ambos conceptos, coincidieron en 



afirmar que el paciente es encontrado en buenas condiciones generales 
(…) extrañamente y sin fundamento alguno se le calificó con incapacidad 
permanente parcial. No apto actividad policial y “no se recomienda 
reubicación laboral”.  
 
Lo anterior permite a la Sala colegir que la Resolución No. 04507 de 
05 de octubre de 2015 se encuentra viciada de nulidad por falsa 
motivación, en la medida que en la misma se dispuso retirar del 
servicio activo (…) por disminución de la capacidad psicofísica, 
tomando como fundamento el acta emitida de forma irregular por el 
Tribunal Médico de Revisión Militar (…) pasando por alto que en la 
misma no se dejó constancia de que se le haya realizado 
previamente al actor un análisis subjetivo que valore sus 
habilidades, destrezas y capacidades- para que se pudiera llegar a 
esa conclusión, pues para la Sala resulta incoherente que se le califique 
al actor con un porcentaje del 28.73 % de pérdida de la capacidad laboral, 
y al tiempo se establezca que no tiene capacidad para desempeñar 
ninguna actividad policial, determinaciones que dejan desprotegido al 
actor, como quiera que se le impide ser reubicado y que (sic) acceder a 
una pensión de invalidez, actuación que va en contravía de las normas 
constitucionales que brindan especial protección constitucional a las 
personas que han sufrido disminución en sus capacidades psicofísicas y/o 
discapacidad con ocasión de los servicios prestados (…)” (Se destaca)    

 
Por lo anterior, revocó la sentencia de primera instancia, y, en su lugar, resolvió:  
 

“(…)  
 
Segundo: Declarar la nulidad de la Resolución No. 04507 de 05 de 
octubre de 2015 por la cual el Ministerio de Defensa – Policía Nacional 
retiró del servicio activo al accionante, por las razones expuestas en la 
parte motiva de esta providencia.  
 
Tercero: Ordenar al Ministerio de Defensa – Policía Nacional que 
disponga lo necesario para que dentro del término de treinta (30) días 
siguientes a la ejecutoria de esta providencia (…) el Tribunal Laboral de 
Revisión Militar y de Policía analice nuevamente la situación del 
señor Edilberto Antonio Pulido Tovar (…) y, en el evento de 
considerarlo no apto para la prestación del servicio como patrullero, 
determine si medicamente está o no capacitado para desarrollar 
labores administrativas, docentes o de instrucción en la Policía 
Nacional y si, en consecuencia, es o no aconsejable su reubicación, 
con la advertencia de que esta conclusión debe estar soportada 
exclusivamente en sus condiciones de salud físicas y mentales.  
 
Se ha de advertir, que la determinación del porcentaje de pérdida de 
capacidad realizada por el Tribunal Médico Laboral debe ser 
congruente con su recomendación de reubicación; por lo tanto, si se 
concluye que el señor Edilberto Antonio Pulido Tovar no tiene 
capacidad psicofísica suficiente para desempeñar ninguna actividad, 
se deberá recalificar su pérdida de capacidad, con el fin de 
determinar si puede acceder a la pensión de invalidez.  
 
Cuarto: En caso del análisis subjetivo realizado por el Tribunal Laboral de 
Revisión Militar y de Policía, se determine la posibilidad de reubicación del 



señor Edilberto Antonio Pulido Tovar, en atención a sus condiciones de 
salud físicas y mentales, el Ministerio de Defensa – Policía Nacional, a 
través de las jefaturas o direcciones de personal de la institución policial, 
dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha en que es emitido el 
referido concepto (…) deberá realizar evaluación objetiva con el fin de 
determinar la labor que efectivamente puede ser asignada, teniendo en 
cuenta las habilidades del actor, y la existencia y disponibilidad de un 
cargo que corresponda a los estudios, preparación y capacitación del 
sujeto.    
 
Quinto: Efectuada tal evaluación, y de ser viable la reubicación del señor 
Edilberto Antonio Pulido Tovar, a título de restablecimiento del derecho, 
ordenar al Ministerio de Defensa – Policía Nacional que proceda a: 
a) Reintegrarlo y reubicarlo de manera inmediata, y  
b) A cancelarle (…) los salarios y prestaciones sociales dejados de 
percibir, correspondientes al cargo que venía desempeñando, desde la 
fecha en que fue retirado del servicio y hasta la calenda en que se 
produzca su reintegro.  
 
Sexto: Si de los estudios subjetivo y objetivo se concluye que no es viable 
la reubicación por pérdida  de la capacidad laboral superior al 50 %, 
ordenar al Ministerio de Defensa – Policía Nacional que dé trámite el 
reconocimiento de la pensión de la pensión de invalidez (…)”   

 
De acuerdo con lo anterior, se tiene que la autoridad judicial demandada, al 
encontrar la falsa motivación en la que incurrió la Policía Nacional al proferir el 
acto demandado declaró la nulidad del acto que ordenó el retiro.  
 
Por ello, a título de restablecimiento del derecho impartió las siguientes ordenes: i) 
que el Tribunal Laboral de Revisión Militar y de Policía analizara nuevamente la 
situación del señor Pulido Tovar, a fin de determinar si era apto para la prestación 
como patrullero; ii) que de encontrar que no era apto, debía evaluar si estaba 
capacitado o no para ser reubicado en un cargo que desempeñé labores 
administrativas docentes o de instrucción en la Policía Nacional; iii) que de concluir 
que no tiene capacidad psicofísica para desempeñar ninguna actividad, proceder a 
recalificar la pérdida de la capacidad para determinar si puede acceder a la 
pensión de invalidez.  
 
En este contexto, conviene reiterar que las pretensiones del actor en la demanda 
de nulidad y restablecimiento del derecho fueron específicamente la nulidad del 
acto administrativo de retiro y, a título de restablecimiento, el reintegro y pago de 
salarios. De esa forma quedó consignado en la sentencia controvertida, como se 
procede a transcribir:  
 

“el señor Edilberto Pulido Tovar solicitó que se declare la nulidad de la 
Resolución No. 04507 de 05 de 2015, por medio del (sic) cual la entidad 
demandada lo retiró del servicio (…) A título de restablecimiento del 
derecho, pidió que se ordene a la demandada reintegrarlo en una 
actividad o cargo que pueda desempeñar (…) Igualmente, que se ordene 
el pago debidamente indexado de los salarios (…) y demás emolumentos 
dejados de percibir (…) y que se declare que no ha existido solución de 
continuidad.”14 

 

                                                           
14 Folio 21.  



La Sala evidencia que en el presente caso el Tribunal Administrativo de Boyacá, a 
pesar de que declaró la nulidad del acto administrativo de retiro, como 
restablecimiento del derecho no ordenó el reintegro del señor Pulido Tovar al 
servicio de la Policía Nacional, a pesar de que tuvo la opción de aplicar el 
restablecimiento in natura, esto es, ubicar al actor a situación a la que se 
encontraría si el acto no se hubiera expedido.   
 
Se reitera, la reparación in natura es la forma primaria de reparar el daño 
ocasionado, pues busca retrotraer la situación del damnificado al momento en que 
se encontraría, o a una situación similar, de no haber existido el evento dañoso, en 
este caso, el perjuicio causado por el acto ilegal que desvincula al funcionario. Por 
ello, y al no existir ningún impedimento para ordenarlo, el Tribunal Administrativo 
de Boyacá debió ordenar, a título de restablecimiento del derecho, el reintegro del 
señor Pulido Tovar a la Policía Nacional. 
 
Aunado a lo anterior, es el demandante quien, en principio, tiene la posibilidad de 
identificar la forma en la que puede ser resarcido el daño. Al respecto, está 
demostrado en el presente asunto que el señor Pulido Tovar precisó de forma 
clara en la demanda la forma en que debía restablecerse su derecho vulnerado 
por el acto administrativo que estimó ilegal, que era justamente se ordenara el 
reintegro, sin solución de continuidad y el pago de los salarios y prestaciones 
adeudadas. 
 
Así mismo, encuentra la Sala que el restablecimiento del derecho ordenado en el 
fallo cuestionado quebrantó el principio de congruencia entre lo pedido y lo 
resuelto, pues el actor, en el presente asunto, no cuestionó la legalidad del Acta 
que determinó el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, proferida por el 
Tribunal Médico Tribunal de Revisión Militar y de Policía Nacional; y tampoco 
solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez. Es más, como se expresó en 
la providencia censurada, el Tribunal Administrativo de Boyacá tuvo conocimiento 
que el actor había interpuesto demandas de nulidad y restablecimiento del 
derecho en las que fundó las pretensiones de la demanda precisamente en esos 
temas.   
 
En este orden, la Sala encuentra que el Tribunal Administrativo de Boyacá, en la 
sentencia de 14 de marzo de 2019, incurrió en defecto procedimental por 
desconocimiento del principio de congruencia.  
 
Por lo anterior, la Sala revocará la sentencia de 29 de agosto de 2019, proferida 
por la Sección Segunda, Subsección A del Consejo de Estado, que negó las 
pretensiones de la demanda. En su lugar, amparará el derecho fundamental al 
debido proceso invocado por el actor y, en consecuencia, se dejará sin efectos los 
numerales 3°, 4° y 5° de la sentencia del 14 de marzo de 2019, proferida por el 
Tribunal Administrativo de Boyacá para que, dentro de los veinte (20) días 
siguientes a la notificación de la presente decisión, profiera una nueva sentencia 
en la que sean tenidas en cuenta las consideraciones aquí expuestas. 
 
En mérito de lo expuesto, la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la ley, 

 
FALLA 

 
1. REVOCAR la sentencia de primera instancia. En su lugar:  
 



2. AMPARAR el derecho fundamental al debido proceso del señor Edilberto 
Antonio Pulido Tovar. En consecuencia, 
 
3. DEJAR SIN EFECTOS los numerales 3°, 4° y 5° de la sentencia de 14 de 
marzo de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Boyacá dentro del 
proceso de nulidad y restablecimiento de derecho con radicado con número 2016-
00045-01. 
 
4. ORDENAR al Tribunal Administrativo de Boyacá que, dentro de los veinte (20) 
días siguientes a la notificación de la presente providencia, profiera una nueva 
decisión en la que tenga en cuenta los parámetros aquí establecidos. 
 
5. Enviar a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
 
6. Notificar a las partes por el medio más expedito posible. 
 
Cópiese, notifíquese y cúmplase. 
 
La anterior providencia fue considerada y aprobada en sesión de la fecha. 
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